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“Lo esencial es que el asunto de los bonos fue una estafa: el Estado prometió pagar y no lo hizo”.
Editorial de El Comercio Honrar las deudas  / 14 de julio del 2013

HUMOR PROFANO

LA VISIÓN DEL PODER JUDICIAL EN MONTESQUIEU ESTRELLAS EN DESGRACIA

EL TÁBANO

Piedras Gordas

S orprendente la reciente requisa en 
Piedras Gordas. El material confi sca-
do, usado para extorsionar y secues-
trar, abarca información detallada 
sobre casi 100 empresarios (inclu-

yendo croquis de viviendas) y equipos de última 
generación (¡hasta antenas!). Los agentes creen 
“que los presos incluso contaban con Wi Fi”. 

Mientras algunos elogiaban el operativo, 
otros se preguntaban algo que a estas alturas ya 
parece ciencia oculta: ¿por qué en el Perú los reos 
meten a los penales casi todo lo que les provoca?

Nuestros contactos en el INPE culparon a los 
detectores de metales: “Son marca ACME, Roge-
lio. Se les cuela todo”. Otras fuentes apuntaron 
que el problema es más bien de personal: “Desde 
ahora nos enfocaremos en detectar malos custo-
dios y familiares sospechosos. La nueva orden es 
desconfi ar de los guardias que ingresen con an-
tenas que les salgan de los gorros y de visitas que 
traigan butifarras en forma de celular o tamales 

“El espíritu de las leyes” (1748) 
debe ser la obra más citada y 
menos leída en teoría política. 
Aunque su nombre impresiona, 

su contenido solo consiste en narra-
ciones breves de hechos históricos de 
diversos lugares, como el asesinato de 
Atahualpa, por ejemplo. Pero su propuesta so-
bre la estructura de los estados tuvo y tiene tal 
éxito que ha inmortalizado a su autor, el barón 
de Montesquieu.

En efecto, su doctrina de la división de po-
deres y su control recíproco se asume como un 
axioma. Las constituciones modernas se aco-
modan a ella aunque la realidad muestre que 
los poderes ya no son tres. 

Hay un poder de la administración distinto 
al del Ejecutivo y un poder constitucional ejer-
cido por las cortes o tribunales constitucio-
nales. Insistir hoy en el esquema del “Estado 
mínimo” del siglo XVIII es una aberración his-
tórica que produce múltiples perjuicios. Des-
cribamos uno.

Montesquieu identifi có tres poderes en 
un Estado y consideró que cada uno debía ser 
ejercido por las fuerzas sociales que él encon-
tró: la monarquía, la nobleza y la burguesía. 

Según su tesis, a la monarquía le correspon-
de el Ejecutivo, y el Legislativo debía actuar en 
dos cámaras, la alta a cargo de la nobleza y la 
baja en manos de la burguesía. Dicho esto, que-
daba un poder –el Judicial– sin fuerza social.

Ante tal situación, Montesquieu concluyó 
que el judicial era solo un poder invisible o nu-
lo. Por eso consideró que la “administración 
de justicia” –frase que usa muchas veces en su 
obra– debería ejercerse por tribunales tempo-
rales y episódicos creados para resolver casos 
cuando se presentaran. 

Aunque esta propuesta de un judi-
cial itinerante jamás se concretó, es el 
punto de partida de las desgracias del 
juez. Veamos por qué: 

de la voluntad de la ley; su “boca”, como 
afi rmó el propio Montesquieu. Desde 

tal óptica, considerar que el juez tiene capaci-
dad para crear derecho signifi caría violentar 
la doctrina de la división de poderes. Por ello, 
también, la “administración de justicia en nom-
bre del pueblo” se transformó, en Europa Occi-
dental y su zona de infl uencia, en una sujeción 
del juez a los mandatos del Ejecutivo y/o del 
Legislativo. Con esta concepción, el juez puede 
cambiar de amo pero no de condición.

los jueces pasaron a formar un órgano encar-
gado solo de “administrar justicia”. Esta con-
cepción minusválida de la función judicial 
–superada ya en otras latitudes– está tan ex-
tendida que muchas constituciones latinoa-
mericanas, como la nuestra, aún asignan al 
judicial la denominación “administración de 
justicia”, insólitamente. 

La magia que Gabriel García Márquez iden-
tifi có con la realidad sudamericana se presen-
ta porque vivimos en una dimensión histórica 
transversal. Al tiempo que con un bisturí láser 
se opera un cerebro en São Paulo, alguien cu-
ra su cáncer terminal con un brebaje en Bahía. 
En nuestra tierra la verdad fue inventada por 
un mentiroso. 

Por eso, mientras un ministro de Economía 
cree, como Montesquieu, que el Judicial no es 
un poder, hay jueces que, habiendo recupera-
do su conciencia histórica, luchan por reivin-
dicar su dignidad sabiendo que la única lucha 
que se pierde es la que se abandona.

L os ‘garantes’ son una fauna 
muy interesante. Hay los que, 
infl ados, se bautizan a sí mis-
mos con el título, sin rubor, 
frescos como peces en el agua. 

Hay también los que reciben la catego-
ría por aclamación popular, por lo gene-
ral como fruto de ciertos logros, algunas veces 
muy encomiables, es verdad.

Hace poco fuimos testigos de la caída en des-
gracia del ‘garante de la democracia’, Alejandro 
Toledo, a cuenta de sus idas y vueltas en la his-
toria de las casas y ofi cinas que supuestamente 
compró su suegra con dinero que hasta ahora 
nadie se explica de dónde salió. 

Su liderazgo hacia el fi nal del gobierno de Fu-
jimori, allá por el 2000, le valió la etiqueta que 
Toledo ha sabido administrar para su elección 
como presidente del Perú, durante su gobierno 
(entre el 2001 y el 2006) y después de este.

La autodenominación se hizo pública en el 
2011, cuando Ollanta Humala disputaba la 
segunda vuelta electoral con Keiko Fujimori. 
Entonces, Toledo anunció su apoyo a Humala. 
Ante las dudas sobre el compromiso de Humala 
con las formas democráticas, Toledo dijo que él 
sería el ‘garante de la democracia’.

A propósito del último escándalo por el audio 
difundido el fi n de semana, que esta vez involu-
cra al presidente del Consejo de Ministros, Juan 
Jiménez; al ministro de Defensa, Pedro Cateria-
no; y al ex presidente de la Corte Suprema, Cé-
sar San Martín, una frasecita quitando el cuerpo 
delató que el juez también se ha colocado en esa 
prestigiosa vitrina: “Qué mejor garante de la in-
dependencia que el presidente del Poder Judi-
cial”, dijo San Martín en un intento de justifi car 
su presencia en la comprometedora reunión.

San Martín cobró fama en el año 2009, cuan-

do presidió la sala que condenó a Alberto 
Fujimori por los muchos delitos que co-
metió durante su irregular y extendido 
mandato. El pueblo lo aclamó como uno 
de los grandes defensores de la democra-
cia y de la justicia aplicada limpiamente. 

Esta autocomplacencia, creerse que 
se está por encima de las reglas de juego, no es 
nueva y, curiosamente, termina poniendo en el 
mismo saco a acusadores y acusados. 

Alberto Fujimori llevó su gobierno tan lejos 
de lo que debe ser una democracia porque cre-
yó que el ‘crédito’ ganado con la lucha contra el 
terrorismo y la hiperinfl ación (ambas victorias 
innegables) le permitía hacer lo que quisiera, por 
encima de las leyes y de los derechos ajenos.

La vanidad de los ‘garantes’ es universal. Hay 
un caso emblemático: en 1998 el juez español 
Baltasar Garzón se hizo famoso en todo el mun-
do por impulsar la detención del ex dictador chi-
leno Augusto Pinochet cuando este se encon-
traba en Londres. La ola aprobatoria recorrió 
Europa y América de sur a norte en favor de este 
‘garante’ de la justicia y los derechos humanos. 

Después de ese caso, el juez tomó otros igual-
mente mediáticos, pero, como está visto que 
suele ocurrir con quienes se creen ‘garantes’, se 
sobró. Ordenó escuchas ilegales en un caso y en 
otro quiso cobrar lo que no debía. Terminó ex-
pulsado de la carrera judicial en su país.

La antigua sabiduría ya nos lo advertía: “Va-
nidad de vanidades, todo es vanidad”, especial-
mente para aquellos que se creen por encima de 
la ley y del respeto a los demás por algún bien que 
hubieren hecho en el cumplimiento de su deber. 

La soberbia hace perder la cabeza. Como bien 
dijo Agustín de Hipona, “la soberbia no es gran-
deza sino hinchazón y lo que está hinchado pare-
ce grande pero no está sano”. 

- MARIO MOLINA - - ROGELIO -

envueltos en planos de casas”.
Sí hubo coincidencia en que es todavía más 

grave que los reos usen los celulares, chips y de-
más equipos ingresados ilegalmente para conti-
nuar delinquiendo en prisión. Ahí tenemos, por 
ejemplo, al cabecilla de Los Pulpos, a quien se le 
incautó tecnología de punta que utilizaba para 
extorsionar haciendo llamadas desde su celda. 
Es decir, qué buen molusco (ahora entendemos 
mejor lo de Los Pulpos). Y dicho sea de paso, un 
éxito las estrategias de resocialización en nues-
tros penales de ‘máxima seguridad’; uno hasta 
aprende a operar un ‘business center’ en su pro-
pia celda.

El juez del siglo XXI ¡Ay, los garantes!

EDITORIAL

Un nuevo
comienzo

Los 
excéntricos

La fl amante titular del Mincetur debería impulsar otros TLC. Es irrelevante quién tiene hoy los bonos de la reforma agraria.

D ías antes del 28 de julio, el presiden-
te Humala cambió a los ministros de 
tres carteras, entre ellos, al de Co-
mercio Exterior y Turismo. El reem-
plazo del señor José Luis Silva fue 

Magali Silva, quien se desempeñaba como vice-
ministra de Mype e Industria en el Ministerio de 
la Producción. 

La nueva ministra se ha encontrado con una 
gran oportunidad. En efecto, puede fácilmente 
cambiar la imagen que su antecesor dejó: la de 
un ministerio que no estaría realmente interesa-
do en impulsar una nueva agenda de importan-
tes acuerdos de libre comercio. 

La necesidad de hacerlo ahora, además, es 
crucial, pues la desaceleración de China (el 
principal destino de nuestras exportaciones en 
el 2011 y 2012) es una realidad. De hecho, las 
exportaciones peruanas a dicho país han caído 
19% de enero a mayo respecto del mismo perío-
do del año pasado.

Por supuesto, lo que hay que buscar ahora es 
abrir las puertas de los mercados más grandes. 
No hay que contentarnos con pescar en charcos 
cuando tenemos enfrente varios océanos. 

Por ejemplo, la India, un país con una pobla-
ción de aproximadamente 1.220 millones de 
personas, ha venido creciendo en promedio 7% 
anual durante la última década, y en el año im-
portó algo menos de US$700.000 millones. No 
debería sorprender a nadie que haya quienes es-
timen que al 2050 podría ser la tercera economía 
más grande del mundo. 

En tanto, Rusia representa un mercado po-
tencial de 143 millones de personas y tiene un 
PBI per cápita de US$13.700. Y no nos olvide-
mos de Turquía, un país con una población de 74 
millones de habitantes y con un PBI per cápita de 
US$10.363.

Ojalá que la nueva ministra no deje pasar es-
tas enormes oportunidades y que sea consciente 
de la gran responsabilidad que recae en ella.

E n las recientes semanas, ha habido va-
rias críticas a la sentencia del TC que 
ratifi ca la decisión de que el Estado 
Peruano pague, después de más de 40 
años, los bonos de la reforma agraria.

Un sector importante de los bonistas, por 
ejemplo, señala que se utilizó un método de ac-
tualización ilegal que los perjudica. En tanto, el 
gobierno argumenta que el cumplimiento de la 
resolución afectaría la hacienda pública. Y, pa-
ralelamente, ha surgido una crítica que, en el 
mejor de los casos, podría califi carse de excén-
trica. Nos referimos a la idea de que los bonos no 
deberían ser pagados, pues, en muchos casos, ya 
no se encuentran en manos de sus tenedores ori-
ginales, sino en las de fondos que los compraron 
a precios “regalados”. 

La idea es excéntrica, para empezar, porque 
pasa por alto que dichas ventas de bonos fueron 
legales (en ningún sitio se prohíbe vender a un 
precio bajo) y por ello deben ser respetadas.

Además, porque el bajo precio al que se ven-
dieron muchos bonos en el pasado responde a 
una razón: en la práctica ellos valían muy poco, 
ya que casi nadie creía en ese momento que iban 
a poder ser alguna vez cobrados.

La culpa de esto, por supuesto, fue del Estado, 
pues su récord como deudor interno es paupé-
rrimo. Con su prontuario, era natural que mu-
chos de los tenedores de bonos hayan preferido 
cobrar, digamos, el 10% de algo que el 100% de 
nada. Por esto mismo, los compradores de los bo-
nos resultan siendo, en vez de buitres como algu-
nos los llaman, inversionistas que asumieron un 
enorme riesgo de no cobrar y que, al menos, ali-
viaron la situación de injusticia en la que Velasco 
colocó a los expropiados.

La extravagancia de la idea, en fi n, también 
radica en que quienes la sostienen parecen ol-
vidar en qué consiste una deuda: en una obliga-
ción legal y moral que el deudor debe cumplir 
aun cuando no le guste la cara de su acreedor.


